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RESUMEN

Este artículo analiza la regulación de los procesos de reestructuración empresarial extintivos
desde la perspectiva del principio de transición justa. De acuerdo con las directrices aprobadas
por la Organización Internacional del Trabajo o la Recomendación del Consejo Europeo para
garantizar una transición justa, es necesaria la intervención de todos los agentes implicados,
incluidos los poderes públicos. Tomando como referencia las medidas sociales que deben apro-
barse en los procedimientos de despido colectivo y las buenas prácticas que se han apuntado
por parte de la Comisión Europea a través del Marco de Calidad para la anticipación del cambio
y la reestructuración, el estudio analiza en tres bloques la adecuación del marco legal de los
despidos colectivos para dar cumplimiento al principio de transición justa: en un primer bloque
se analizan las previsiones sobre las medidas de acompañamiento social y los planes de reco-
locación externa; en un segundo bloque se tratan las ayudas estatales para las personas afec-
tadas por despidos colectivos; y en un tercer bloque, a modo de ejemplo de casos sectoriales,
se estudian el contenido de las normas aprobadas en el sector del carbón, en el contexto de
cierre de las minas y centrales térmicas, y en el sector agrícola, con razón de la sequía.
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ABSTRACT

This article analyses the regulation of restructuring processes from the perspective of the prin-
ciple of just transition. In accordance with the guidelines approved by the International Labour
Organisation or the Recommendation of the European Council to guarantee a just transition, the
intervention of all the agents involved, including the public authorities, is necessary. Taking as a
reference the social measures to be approved in collective redundancies and the good practices
pointed out by the European Commission through the Quality Framework for the anticipation of
change and restructuring, the study analyses in three blocks the capacity of the legal framework
for collective dismissals to comply with the principle of just transition: The first section analyses
the provisions on social support measures and outplacement plans; the second section deals
with state aid for people affected by collective redundancies; and the third section, in the form of
sectoral cases, examines the content of the rules approved in the coal sector, in the context of
the closure of mines and thermal power stations, and in the agricultural sector, due to the drought.
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1. EL CONCEPTO DE TRANSICIÓN JUSTA Y SU APLICACIÓN EN LOS PROCESOS DE REES-
TRUCTURACIÓN EMPRESARIAL

El contexto actual y futuro de las relaciones laborales se encuentra fuertemente vinculado a
los procesos de reestructuración de las empresas motivada por la necesaria transformación del
sistema productivo en uno nuevo más sostenible, con el fin de reducir el impacto que éste tiene
en las emisiones de gas de efecto invernadero y, por ende, en el calentamiento global. Desde
otra perspectiva, se ha destacado que la «transición energética ofrece asimismo la oportunidad
de cambiar el modelo productivo español, en el que adquiere especial protagonismo el fortale-
cimiento de la industria como necesidad estratégica y condición indispensable para lograr un
crecimiento económico sostenido generador de empleo»,1 destacándose la importancia de la
descarbonización de diferentes sectores económicos, así como el rol estratégico del sector agra-
rio. Ello será tomado en consideración en el último apartado de este trabajo. 

Este escenario no ha aparecido súbitamente, al contrario, las consecuencias del cambio cli-
mático provocado por la acción humana han sido advertidas recurrentemente. Tomando en con-
sideración el contexto europeo, es posible encontrar varias referencias a la necesaria
reestructuración empresarial con el advenimiento de la política climática como, por ejemplo, en
la Resolución del Consejo Europeo de 19 de octubre de 1987, relativa a la continuación y apli-
cación de una política y de un programa de acción de las Comunidades Europeas en materia de
medio ambiente (1987-1992), dónde se afirmaba que la plena integración de las exigencias de
protección del medio ambiente en las actividades económicas y sociales exigiría «reconocer que
los problemas más graves derivados de la necesidad de adoptar normas cada vez más estrictas
recaen en las industrias más anticuadas que realizan procesos de reestructuración»;2 en relación
a la Comunicación de la Comisión «Crecimiento económica y medio ambiente: Implicaciones
para la política económica»3 el Consejo Económico y Social Europeo consideraba necesaria la
existencia de «una estrecha unión entre política de medio ambiente y política de apoyo al em-
pleo –sin olvidar que sus objetivos son distintos– que debería realizarse principalmente a través
de medidas que incentiven la reconversión ecológica de las producciones industriales y de los
servicios y la financiación de acciones y programas de saneamiento del medio ambiente».4
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1 Consejo Económico y Social, Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral de España 2021, Consejo
Económico y Social, Madrid, p. 129.
2 Diario Oficial de las Comunidades Europeas de 7 diciembre 1987.
3 Comisión Europea «Crecimiento económica y medio ambiente: Implicaciones para la política económica» COM
(94) 465 final, Bruselas, 3 de noviembre de 1994.
4 Diario Oficial de las Comunidades Europeas 21 de junio de 1995.
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Por lo tanto, nos encontramos en un escenario socio laboral esperado, en dónde a la tensión
de las relaciones laborales provocada por la divergencia de intereses entre personas trabaja-
doras y las empresas se suma la preocupación por la continuidad de la actividad económica y
el mantenimiento del empleo en un nuevo escenario de transición ecológica. Un ejemplo de
cómo la aplicación de los clásicos institutos del ordenamiento jurídico-laboral se proyectan en
el nuevo escenario de reestructuración empresarial lo encontramos en el acuerdo de fin de pe-
riodo de consultas alcanzado entre la dirección de la empresa Nissan Motor Ibérica SA y la re-
presentación de las personas trabajadoras de 5 de agosto de 2020. Concretamente, en dicho
acuerdo, para cuya consecución se involucraron paralelamente los poderes públicos, se pro-
yectan dos medidas a destacar: por un lado, se crea una Comisión de trabajo para la Reindus-
trialización constituida de forma tripartita y paritaria entre la dirección de la empresa, la
representación de las personas trabajadoras y las administraciones, con el fin de «analizar, eva-
luar y, codecidir en su caso y realizar el seguimiento sobre un potencial Plan de reindustrializa-
ción de la actividad de producción de la Empresa» y se prevé que la empresa incluirá como
condición indispensable en el futuro contrato que suscriba con un nuevo inversor como cláusula
que «las condiciones salariales mínimas que la nueva/s empresa/s deben garantizar serán las
del Convenio Colectivo Sectorial de referencia + 20 %» y un compromiso de mantenimiento de
empleo por tres años. Por otro lado, se crea un derecho preferente de incorporación en la po-
tencial empresa de reindustrialización, cuyo desarrollo se explicitó en el acta de 19 de marzo
de 2021 de la comisión de seguimiento del acuerdo de fin de periodo de consultas.

La forma en la que se articularon los intereses de las personas afectadas en el acuerdo de
Nissan pone de manifiesto la relevancia de los mecanismos existentes en el Derecho del Trabajo
para paliar las consecuencias negativas de un proceso de reestructuración –en este caso, un
despido colectivo– claramente ubicado en el marco más general de la reindustrialización hacía
sectores productivos más sostenibles. Sin embargo, al mismo tiempo denota la posible insufi-
ciencia de aquéllos para abarcar las exigencias del propio proceso. En este sentido, cobra valor
el concepto de transición justa para el iuslaboralismo, al erigirse como un principio útil tanto en
el proceso legislativo, así como para interpretar el alcance de las normas existentes que tutelen
los derechos de las personas trabajadoras afectadas por las reconversiones industriales que
exige dicho momento histórico. 

Con relación a ello, en las siguientes páginas se realizará un análisis de la regulación exis-
tente sobre las reestructuraciones empresariales y, más concretamente, de los despidos colec-
tivos, desde el Derecho del Trabajo, para después analizarla tomando en consideración la
perspectiva de la transición socialmente justa. Como después se justificará, el trabajo se cen-
trará en el papel de las autoridades públicas en relación a los procesos de despido colectivo y,
más específicamente, al conjunto de políticas que pueden desplegarse con el fin de evitar, re-
ducir o atenuar las consecuencias sociales de las reestructuraciones. En coherencia con ello,
se incluirán aquellas otras medidas dirigidas a las personas afectadas por despidos colectivos
desplegadas a nivel estatal –como son las ayudas previas a la jubilación y las ayudas extraor-
dinarias a las personas afectadas por despidos colectivos– y, por otro lado, en relación con otras
medidas dirigidas a las personas afectadas por despidos colectivos en sectores específicos
afectados por la transición ecológica y los efectos del cambio climático.

2. EL MARCO NORMATIVO DE LOS DESPIDOS COLECTIVOS Y SU PERMEABILIDAD A
LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA

2.1. La regulación de las medidas sociales a favor de personas afectadas por despidos
colectivos: ¿también para una transición socialmente justa?

La primera referencia que debe hacerse es aclarar la equiparación del término de reestruc-
turación empresarial con el despido colectivo. Si bien en el Estatuto de los Trabajadores (ET)5
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5 RD Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores (BOE de 24 de octubre).
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no aparece el término de «reestructuración empresarial» lo cierto es que el despido colectivo
se ha revelado históricamente –desde la crisis de la COVID-19 esta tendencia ha cambiado–
como el mecanismo más utilizado para acometer las reestructuraciones empresariales y, por
este motivo, las sucesivas reformas de su regulación. A modo de ejemplo, el Real Decreto Ley
3/20126 afirmaba que la «caracterización del despido colectivo, con un expediente administrativo
y posibles impugnaciones administrativas y judiciales, se ha revelado contraria a la celeridad
que es especialmente necesaria cuando se trata de acometer reestructuraciones empresaria-
les». Las razones para su tratamiento normativo pueden ser muchas, pero sin duda una de las
principales descansa en que los despidos colectivos representan la consecuencia más grave
de aquellos procesos de reestructuración. Desde esa perspectiva, las normas que regulan los
despidos colectivos en nuestro ordenamiento jurídico comparten el objetivo de reducir los costes
sociales de los despidos colectivos y sus efectos sobre las personas trabajadoras y el territorio.

Sobre este último aspecto es sobre el que se quiere poner el foco, por cuanto que a través
de éste se articularía legalmente las obligaciones de las empresas para garantizar la transición
justa. Ello no obsta para que otras medidas de restructuración empresarial no extintivas tengan
también relevancia en el proceso de transición justa7.  Más recientemente, la regulación de los
procesos de transición justa –a través de los convenios de transición justa previstos en la Ley
de Cambio Climático8– realiza un tratamiento de los procesos de reconversión verde con evi-
dentes similitudes a la regulación de los procesos de reconversión industrial de los años 809.
Así, tanto los convenios como los planes territoriales previstos en la Estrategia de Transición
Justa prevén la articulación de medidas similares a las reservadas para paliar, reducir o atenuar
los efectos de los despidos colectivos. 

Más concretamente, las normas que se analizarán a continuación comparten, en primer
lugar, la previsión de llevar a cabo un proceso de información y consulta con los trabajadores y,
en segundo lugar, la intervención de los poderes públicos. Durante el proceso de información y
consulta, las partes implicadas deberían llevar a cabo un análisis de las medidas que pudieran
evitar o reducir los despidos o, en su caso, atenuar sus consecuencias. Veámoslo a continua-
ción.

Por un lado, y siendo determinante para la regulación actual del despido colectivo10, la Di-
rectiva 98/59 del Consejo, de 20 de julio de 1998,11 establece en el art. 2.2 que las consultas
con los representantes de las personas trabajadoras «versarán, como mínimo, sobre las posi-
bilidades de evitar o reducir los despidos colectivos y de atenuar sus consecuencias, mediante
el recurso a medidas sociales de acompañamiento destinadas, en especial, a la ayuda para la
readaptación o la reconversión de los trabajadores despedidos». Por su parte, la Carta Social
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6 RD Ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (BOE de 11 de fe-
brero).
7 Con relación a las sucesiones de empresas, véase, por ejemplo, RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S. «Transmisión
de empresas en el sector de la construcción: reflexiones desde el convenio colectivo nacional». En Reestructu-
raciones empresariales: Comunicaciones del XXXI Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del
Trabajo y de la Seguridad Social. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021. Ministerio de Trabajo y Economía Social.
Subdirección General de Informes Recursos y Publicaciones, Madrid, 2021, pp. 305-320. 
8 Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética (BOE de 21 de mayo).
9 Ver ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J. «Convenios de transición justa: Perspectivas jurídico-laborales», en CHA-
CARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.) Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant lo
Blanch, Valencia, 2021, p. 119-148; CANALDA CRIADO, S. «La Estrategia de Transición Justa: una pieza clave
para la aplicación del fondo de recuperación de la UE», Trabajo y derecho: nueva revista de actualidad y relaciones
laborales, n.º 74, 2021, p. 5.
10 Sobre el impacto de la Directiva y la jurisprudencia del TJUE, ver ROJO TORDECILLA, E. «El impacto de la ju-
risprudencia del Tribunal de Justicia de la UE en la regulación de los despidos colectivos», Documentación Laboral,
nº. 111, 2017, pp. 11-39.
11 Diario Oficial de las Comunidades Europeas de 12 de agosto de 1998.
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Europea de 1996 incluye en el art. 29 que para «garantizar el ejercicio efectivo del derecho de
los trabajadores a ser informados y consultados en los casos de despidos colectivos, las Partes
se comprometen a garantizar que los empleadores informen y consulten oportunamente a los
representantes de los trabajadores, antes de dichos despidos colectivos, sobre las posibilidades
de evitar dichos despidos o de limitar su número y mitigar sus consecuencias, por ejemplo re-
curriendo a medidas sociales simultáneas dirigidas, en particular, a promover la recolocación o
la reconversión de los trabajadores afectados». Y finalmente, la Recomendación de la Organi-
zación Internacional del Trabajo número 166 sobre terminación del trabajo recoge en el apartado
25 (1)12 que «la colocación lo antes posible de los trabajadores afectados en otros empleos
apropiados, impartiendo a dichos trabajadores, llegado el caso, la formación o el readiestra-
miento necesarios» así como también, en el apartado 26 (1),13 que la «protección de los ingresos
durante cualquier curso de formación o de readiestramiento y el reembolso parcial o total de
los gastos en que se haya incurrido para la formación o readiestramiento y para la búsqueda
de un empleo, así como para la incorporación al mismo, cuando ésta implique cambio de resi-
dencia».14

La relevancia de las medidas sociales para evitar, reducir y atenuar los efectos negativos en
términos sociales de los despidos colectivos en la regulación aplicable proporciona a ésta una
clara proyección aplicativa sobre los procesos de reestructuración empresarial en clave verde.
Sin embargo, en ninguna de las normas comentadas hasta ahora se incluyen referencias al es-
cenario de crisis medioambiental. Por lo tanto, el marco actual es «impermeable» al desafío
que supone la transición del actual modelo económico hacia otro más sostenible, es decir, no
atiende ni descarta la aplicación de las normas sobre despidos colectivos al contexto específico.  

Sin embargo, otros instrumentos soft law dan cuenta de la conexión entre los procesos de
reestructuración y los procesos de transición justa, teniendo todos ellos en común el objetivo
de establecer un maco integrado de políticas para facilitar la transición socialmente justa. En
primer lugar, las Directrices de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) de política para
una transición justa15 asegura en el punto 29 (a) que los Estados deben «ofrecer oportunidades
de formación encaminadas a la reconversión y el perfeccionamiento (también para los trabaja-
dores afectados por la reestructuración) y un aprendizaje inicial en prácticas empresariales eco-
lógicas y en tecnologías e innovaciones respetuosas del medio ambiente». Estas medidas
coinciden con las medidas de acompañamiento social que deben ponerse en marcha en los
despidos colectivos, como veremos a continuación. Por su parte, la Recomendación del Consejo
de 16 de junio de 2022 para garantizar una transición justa hacia la neutralidad climática,16 in-
cluye en el punto 4 (h) que los Estados Miembros deberán «facilitar la participación plena y sig-
nificativa, en particular la información y consulta, de los trabajadores a todos los niveles y sus
representantes en lo que respecta a la anticipación del cambio y la gestión de los procesos de
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12 El mismo apartado recoge en el 2.º párrafo que «[s]iempre que sea posible, el empleador debería ayudar a los
trabajadores afectados a buscar otro empleo adecuado, por ejemplo mediante contactos directos con otros em-
pleadores» mientras que el párrafo 3.º se refiere al Convenio y la Recomendación sobre desarrollo de los recursos
humanos de 1975 como instrumentos que pueden tenerse en cuenta en la ayuda a los trabajadores afectados a
obtener otro empleo adecuado o a recibir la formación o el readiestramiento necesarios.
13 El párrafo 2.º del aparado 26 establece que, de conformidad con la legislación y la práctica nacionales, la «au-
toridad competente debería estudiar la posibilidad de otorgar recursos financieros que cubran en todo o en parte
el costo de las medidas a que se hace referencia en el subpárrafo 1) del presente párrafo».
14 Sobre la regulación a nivel internacional y europeo de las medidas para contrarrestar los efectos negativos de
los despidos colectivos, ver, por ejemplo, DE LE COURT, A. y CANADA CRIADO, S., «Empleabilidad, plan de
acompañamiento social y plan de recolocación: una perspectiva comparada», Justicia laboral: revista de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social, 2012, pp. 35-62.
15 Organización Internacional del Trabajo, Directrices de política para una transición justa hacia economías y so-
ciedades ambientalmente sostenibles para todos, Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, 2015.
16 Diario Oficial de la Unión Europea de 27 de junio de 2022.

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 107



reestructuración, especialmente los relacionados con la transición ecológica, en consonancia
con la Comunicación de la Comisión, de 13 de diciembre de 2013, titulada "Marco de Calidad
de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio y la Reestructuración"». Aunque no se ha-
blen de medidas de acompañamiento social, no debe pasar desapercibido que la referencia
concreta a los procesos de información y consulta reproduce uno de los pilares fundamentales
de la Directiva 98/59, que a su vez debe incluir la discusión de las medidas sociales. 

En relación al caso español, la Estrategia de Transición Justa incluye dentro de la políticas
a emprender dos acciones concretas: por un lado, «[i]mpulsar Convenios de Transición Justa
para potenciar la reactivación económica de los sectores o territorios especialmente vulnerables
o afectadas por los efectos de la transición hacia un modelo descarbonizado a través de marcos
participados», y por otro «[p]romover la realización de Planes de Transición Justa en empresas
o grupos de empresas estratégicas, especialmente en aquellas que vayan a sufrir transforma-
ciones significativas a corto plazo por las políticas de descarbonización y ecologización de la
economía».17 Si bien los convenios de transición justa ya han sido mencionados, por cuanto
que éstos deben recoger las actuaciones de los poderes públicos junto con el resto de partes
interesadas en los procesos de reconversión verde, aquí se quiere llamar la atención de los
«planes de transición justa» pues éstos no aparecen definidos ni en la estrategia ni en la Ley
7/2021, pero del redactado se puede intuir que se tratan de instrumentos aprobados en el seno
de las empresas o grupos empresariales y, por lo tanto, existe una vocación de participación de
la representación de los trabajadores en el ejercicio de sus derechos de información y consulta,
en general, o en el caso de los periodos de consulta previstos en el marco de los procesos de
despido colectivo.

En conclusión, a diferencia de las principales normas internacionales y europeas que regulan
los procesos de despido colectivo, los instrumentos que pretenden articular la transición hacia
modelos productivos más sostenibles y que representan la puesta en marcha del principio de
transición justa tienen presente los fenómenos de reconversión verde. Sin embargo, estos ins-
trumentos soft law tienen un carácter general sin precisar medidas concretas, por lo que se
hace necesario identificar cuáles son apropiadas para garantizar la transición justa en los pro-
cesos específicos de restructuraciones empresariales.

2.2. Parámetros para una reestructuración empresarial en clave verde

Aunque se ha dado por hecho, es importante subrayar la conexión entre el concepto de tran-
sición justa y los procesos de reestructuración empresarial. En este sentido, DOOREY y EISE-
BERG han señalado el origen del concepto en la reconversión de los trabajadores de la industria
atómica en Estados Unidos y afirman que la «principal preocupación era garantizar que los tra-
bajadores que se vieron afectados negativamente por la transición económica planificada hacia
una economía con menos emisiones de carbono recibieran apoyo y nuevas oportunidades eco-
nómicas» (traducción propia)18. Obviamente, el término de transición justa debe aplicarse a nue-
vas situaciones no sólo de reconversión sino también a la posible necesidad de decrecimiento19,
y tiene nuevas acepciones para incluir nuevas dimensiones20 así como su interseccionalidad
con otros principios.21
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17 Gobierno de España, Estrategia de Transición Justa, disponible en:
https://www.transicionjusta.gob.es/common/Estatregia_Transicion_Justa-Def.PDF
18 DOOREY, D y EISENBERG, A., «The Contested Boundaries of Just Transitions», en CHACARTEGUI JÁVEGA,
C. (ed.). Labour Law and Ecology, Editorial Aranzadi, Cizur Menor, 2022, p. 298.
19 Sobre este escenario, ver VV.AA. Escenarios de trabajo en la transición ecosocial 2020-2030, Ecologistas en
Acción, Madrid, 2019.
20 Ver, por ejemplo, GALGÓCZI, B., «La transición justa sobre el terreno: aspectos sectoriales específicos, el papel
de los sindicatos y los derechos sociales». Gaceta sindical: reflexión y debate, n.º 36, 2021, pp. 17-38.
21 CHACARTEGUI JÁVEGA, C. «Transición justa con justicia social: Por una sostenibilidad real y efectiva», en
CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.) Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant
lo Blanch, Valencia, 2021 pp. 17-48.
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Un aspecto que destacar de los instrumentos soft law citados anteriormente, así como de la
doctrina científica es la importancia de la intervención de los sujetos implicados, especialmente
de los agentes sociales22 pero también de los poderes públicos. Ello contrasta con la tendencia
legislativa hacia la capacidad unilateral empresarial para gestionar los procesos de despido co-
lectivo, en detrimento de la anterior intervención de la autoridad laboral. Es más, en el contexto
europeo y con motivo de la crisis financiera de 2008, la Comisión Europea adoptó una serie de
instrumentos que redundaban en el papel de los poderes públicos y las buenas prácticas en el
marco de las reestructuraciones. Por un lado, en 2009 la Comisión adoptó el documento de
control de los procesos de reestructuración («Checklist on Restructuring Processes»)23 mientras
que en 2013 aprobó el Marco de Calidad de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio
y la Reestructuración,24 tras la consulta iniciada en 2012 después de la publicación del Libro
Verde «Reestructuración y previsión del cambio: ¿qué lecciones sacar de la experiencia re-
ciente?».25

Las buenas prácticas contenidas en el documento de control de 2009 y el Marco de Calidad
de 2013 no coinciden plenamente, entre otros motivos, por los diferentes momentos en los que
se adoptaron. Así, en el documento de 2009 se recogían las medidas expansionistas imple-
mentadas durante la crisis financiera de 2008, siendo la mayoría de ellas incluidas en el Marco
de Calidad de 2013, eliminándose las que pudieran cuestionar las medidas de austeridad que
siguieron a la crisis de deuda pública de 2010. Con relación al contexto, debemos partir de que
algunos Estados impusieron restricciones a las prestaciones sociales de las personas afectadas
por los procesos de reestructuración.26 Además, en el «Study on monitoring the application of
the EU Quality Framework for anticipation of change and restructuring»27 de la Comisión, se
afirma que, en algunos casos, la aplicación de enfoques más preventivos se vio obstaculizada
por restricciones en las finanzas de los sectores público y privado (por ejemplo, en lo que res-
pecta a las medidas de anticipación e intervención temprana apoyadas por los Servicios Públi-
cos de Empleo).28 Sin embargo, el escenario de las practicas implementadas durante la crisis
financiera era sustancialmente distinto. Como se constata en el Libro Verde, este analiza las
medidas aplicadas antes de la ola de austeridad, incluyendo la eficacia del Plan Europeo de
Recuperación Económica,29 cuyo objetivo era lanzar una gran iniciativa europea de apoyo al
empleo y revisar las normas del Fondo Europeo de Adaptación a la Globalización para que se
pudiera intervenir más rápidamente en sectores clave,30 ya sea para cofinanciar la formación y
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22 Ver ESCRIBANO GUTIERREZ, J. «Diálogo social y nuevo pacto verde: la libertad de empresa como límite»,
Revista de Derecho Social, n.º 98, 2022, pp. 195-222; TOMASSETTI, P. «Just Transition and Industrial Relations:
the Italian Patterns», E-Journal of International and Comparative Labour Studies, 2021, pp. 52-66.
23 European Commission, Checklist on Restructuring Processes Brussels, European Commission, Directorate-
General for Employment, Social Affairs and Equal Opportunities, 2009.
24 Comisión Europea, Marco de Calidad de la UE para la Anticipación del Cambio y la Reestructuración,
COM(2013) 882 final, Bruselas, 13 de diciembre de 2013.
25 COMISIÓN EUROPEA, Libro Verde Reestructuración y previsión del cambio: ¿qué lecciones sacar de la expe-
riencia reciente?, COM(2012) 7 final, Bruselas, 17 de enero de 2012.
26 BERGSTRÖM, O. «Changing restructuring regimes in 11 European countries during and after the financial cri-
sis», European Journal of Industrial Relations, vol. 25 n.º 2, 2019, pp. 95-111.
27 EUROPEAN COMMISSION, Study on monitoring the application of the EU Quality Framework for anticipation
of change and restructuring, Luxembourg, Publications Office of the European Union, 2018.
28 Ibid. p. 90.
29 COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. Un Plan Europeo de Recuperación Económica. COM (2008)
800 final. Bruselas, 26 de noviembre de 2008.
30 A este respecto, el Libro Verde de 2012 subraya que la política de cohesión, y especialmente el Fondo Social
Europeo, así como el Fondo Europeo de Adaptación a la Globalización, podían apoyar tanto «la acción anticipa-
toria como las medidas destinadas a ayudar a los trabajadores cuyo puesto de trabajo se vea amenazado por re-
estructuraciones concretas, incluidas las nuevas necesidades del mercado laboral derivadas de la transición hacia
una economía con bajas emisiones de carbono y eficiente en el uso de los recursos» (traducción propia), ver CO-
MISIÓN EUROPEA, Libro Verde Reestructuración y previsión del cambio: ¿qué lecciones sacar de la experiencia
reciente?, COM(2012) 7 final, Bruselas, 17 de enero de 2012, p. 20.
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la colocación de las personas despedidas o para mantener en el mercado laboral a las personas
trabajadoras cualificadas que se necesitarán cuando la economía empiece a recuperarse31. 

Centrando el análisis en el Marco de Calidad, es importante llamar la atención a los elemen-
tos de éste: por un lado, recoge medidas no solo de anticipación y de gestión de los procesos,
sino también de seguimiento y evaluación de éstos; por otro, incluye a todos los actores invo-
lucrados (empresas, representantes de los trabajadores, interlocutores sociales, servicios pú-
blicos de empleo, administración y autoridades públicas, etc.) a diferentes niveles (europeo,
nacional, regional, sectorial y de organización). En este sentido, el Marco de Calidad respeta el
esquema del documento de control de 2009, atendiendo el segundo objetivo del Libro Verde, el
cual era contribuir a mejorar la sinergia entre todos los agentes implicados en el proceso de
transformaciones industriales. En el siguiente cuadro se recogen las acciones previstas para
dos grupos de sujetos sobre los cuales se focalizará el estudio, atendiendo el marco legal de
los despidos colectivos en España.

Cuadro 1. Buenas prácticas en procesos de anticipación del cambio y reestructuración empre-
sarial incluidos en el Marco de Calidad.
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 Anticipación del cambio Gestión de los procesos de reestructuración 

Autoridades 
nacionales y 
regionales 

• Elaboración de herramientas de 
previsión y anticipación que incluyan 
los puestos de trabajo y las 
competencias, así como intercambio 
de información sobre el mercado de 
trabajo 

• Refuerzo de las políticas activas del 
mercado de trabajo, promoción de 
planes de cualificación y de servicios 
de orientación y concesión de apoyo 
financiero 

• Promoción de la cooperación entre los 
agentes y mutualización de riesgos 

• Desarrollo de marcos que favorezcan 
las transiciones profesionales 

• Seguimiento estratégico del entorno 
económico, empresarial y del 
mercado 

• Elaboración de un listado de las 
necesidades en materia de puestos de 
trabajo y de competencias 

• Plan plurianual sobre empleo y 
competencias 

• Medidas de flexibilidad, formación y 
desarrollo de la carrera profesional 
dirigidas a trabajadores concretos 

• Promoción de la movilidad interna y 
externa 

• Pactos territoriales de empleo y 
asociaciones público-privadas 

• Recogida de datos sobre despidos, 
seguimiento del impacto de las 
reestructuraciones y apoyo a sistemas 
de alerta rápida 

• Refuerzo de los servicios públicos de 
empleo, establecimiento de 
programas de recolocación y 
promoción de la creación de empleo 

• Apoyo a las plataformas locales de 
movilidad, movilidad a través de 
asignaciones y grupos 
financieramente vulnerables 

• Promoción de asociaciones y 
coordinación del uso de los Fondos 
Estructurales 

• Sistemas de alerta rápida y 
convocatoria de reuniones de los 
actores para diagnósticos conjuntos 

• Unidades de reconversión móviles y 
promoción de la capacidad de 
atracción y la creación de empleo 

• Apoyo a medidas de formación y 
movilidad 

31 COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. Un Plan Europeo de Recuperación Económica. COM (2008)
800 final. Bruselas, 26 de noviembre de 2008, p. 13.
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Fuente: Adaptación de «Cuadro 1: Resumen de los actores y las buenas prácticas» del Marco de
Calidad de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio y la Reestructuración.

Como se puede observar, son numerosas las acciones que la Comisión Europea sugiere
como buenas prácticas para el correcto desarrollo de los procesos de anticipación del cambio
y de reestructuración. Sin embargo, las medidas no son permeables al contexto de transición
ecológica. A pesar de ello, muchas de ellas forman parte de las políticas que, en clave general,
recoge la Recomendación del Consejo de 16 de junio de 2022 para garantizar una transición
justa hacia la neutralidad climática.32 Respecto de la participación de los trabajadores y sus re-
presentantes, hay una directa remisión al Marco de Calidad,33 mientras que sobre el papel de
las autoridades públicas, las referencias a éste se realizan de manera indirecta, como por ejem-
plo: el apoyo eficaz del acceso al empleo de calidad y su conservación, en particular mediante
servicios de empleo (apartado 4.a), el uso eficaz de incentivos a la contratación y la transición
específicos para acompañar las transiciones entre sectores en el mercado de trabajo y la mo-
vilidad laboral entre regiones y países (apartado 4.b) o el aumento de la participación de los
adultos en la formación a lo largo de toda la vida laboral para facilitar la reconversión hacia sec-
tores y actividades económicas donde se prevé expansión (apartado 5.e).

En definitiva, las buenas prácticas que incluye el Marco de Calidad de la UE, leídas desde
una perspectiva de garantizar una transición justa, sirven como elemento de referencia para
aquéllas que se pueden prever en los ordenamientos jurídicos nacionales. Por lo tanto, la si-
guiente incógnita a despejar es la permeabilidad del marco nacional a las necesidades que sur-
gen en el contexto de transición ecológica, esto es, si el diseño del marco legal toma en
consideración o si es adaptable a las particularidades de los procesos de reestructuración em-
presarial en clave verde.
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Empresas, 

Representantes
de los 
trabajadores,

Interlocutores
sociales y 
Organizaciones
sectoriales

 

• Seguimiento estratégico del entorno 
económico, empresarial y del 
mercado 

• Elaboración de un listado de las 
necesidades en materia de puestos de 
trabajo y de competencias 

• Plan plurianual sobre empleo y 
competencias 

• Medidas de flexibilidad, formación y 
desarrollo de la carrera profesional 
dirigidas a trabajadores concretos 

• Promoción de la movilidad interna y 
externa 

• Información, consulta y negociación 
colectiva sobre las cuestiones 
anteriores 

• Promoción del consenso interno 
mediante diagnósticos conjuntos 

• Examen de todas las opciones 
posibles antes de recurrir a los 
despidos 

• Organización de un apoyo individual 
y personalizado a los trabajadores 
despedidos 

• Información, consulta y negociación 
colectiva sobre las cuestiones 
anteriores 

• Implicación de actores externos 

 Anticipación del cambio Gestión de los procesos de reestructuración 

32 Diario Oficial de la Unión Europea de 27 de junio de 2022.
33 Apartado 4.h): «[F]acilitar la participación plena y significativa, en particular la información y consulta, de los tra-
bajadores a todos los niveles y sus representantes en lo que respecta a la anticipación del cambio y la gestión de
los procesos de reestructuración, especialmente los relacionados con la transición ecológica, en consonancia con
la Comunicación de la Comisión, de 13 de diciembre de 2013, titulada “Marco de Calidad de la UE para la Antici-
pación del Cambio y la Reestructuración”».
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3. LA PERSPECTIVA DE LA TRANSICIÓN JUSTA EN LA REGULACIÓN DEL DESPIDO
COLECTIVO EN ESPAÑA: ANÁLISIS DE LAS MEDIDAS DE ACOMPAÑAMIENTO SOCIAL Y
OTRAS POLÍTICAS PARA ATENDER A LAS PERSONAS AFECTADAS

3.1. Medidas de acompañamiento social y planes de recolocación externa: especial
atención a la formación profesional

Como es sabido, la regulación del despido colectivo en España contempla la discusión du-
rante el periodo de consultas de las medidas sociales de acompañamiento y, cuando el despido
afecta a más de 50 personas trabajadoras, los planes de recolocación externa. Antes de entrar
a analizar cada una de ellas, cabe decir que las medidas sociales no solo encuentran su res-
paldo legal en la normativa internacional y europea anteriormente citada –especialmente como
contenido de los periodos de consultas según la Directiva 98/59– sino que también se incardinan
en el principio de preservación de empleo vinculado al derecho al trabajo del art. 35 de la Cons-
titución española.34

Como afirma Navarro Nieto, los planes o medidas sociales «constituyen un complejo de res-
puestas internas a la empresa (medidas de movilidad, modificación o suspensión de contratos;
formación, prejubilaciones; etc.) que se acompañan de medidas externas a ella (con vistas a
fomentar la recualificación y reinserción en el mercado de trabajo), y que implica, además, a un
conjunto de actores que deben interactuar en la gestión interna y externa del empleo (empresas,
actores colectivos, Administración)», y afirma que la relevancia de esta temática está «relacio-
nada con la evolución hacia una política del derecho incentivadora de una gestión previsora del
empleo».35 A su vez, hay que destacar de la experiencia reciente, como afirma Molina Nava-
rrete36 que la involucración de los poderes públicos debe realizarse pues «no solo es misión de
la política de empleo, sino también de una adecuada política de inversión y reindustrialización
territorialmente vertebrada (digital, verde y social)». 

Además de vector de los periodos de consultas de las reestructuraciones extintivas, las me-
didas sociales aparecen recogidas en otras medidas de restructuración no extintiva como objeto
también del periodo de consultas, estos son, el art. 40 ET sobre movilidad geográfica y el art.
41 ET sobre modificación sustancial de condiciones de trabajo, estableciéndose que el periodo
de consultas «deberá versar sobre las causas motivadoras de la decisión empresarial y la po-
sibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar
sus consecuencias para los trabajadores afectados». Aunque el art. 47 ET sobre reducción de
jornada o suspensión del contrato por causas económicas, técnicas, organizativas o de produc-
ción o derivadas de fuerza mayor no hace mención explícita, puede realizarse una interpretación
integradora por cuanto que la configuración legal de estas medidas y la del despido colectivo
tiene un doble juego, pues las medidas de flexibilidad interna deben ser consideradas como ac-
ciones que sirvan para reducir los efectos del despido colectivo y, por otro lado, se deben con-
siderar otras acciones que sean menos lesivas que éstas. Ello será importante cuando se
integren en el análisis las innovaciones incorporadas a través del Real Decreto Ley 32/202137

en cuanto a los ERTE y el Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo.
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34 TERRADILLOS ORMAETXEA, M. E. 2021. «Las medidas de acompañamiento social en los procesos de rees-
tructuraciones de empresas». En Reestructuraciones empresariales: XXXI Congreso Anual de la Asociación Es-
pañola de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Ponencias. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021, Ministerio
de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, p. 312.
35 NAVARRO NIETO, F., «Medidas sociales de acompañamiento y mantenimiento del empleo», Reestructuraciones
empresariales: XXXI Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.
Ponencias. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021, Madrid, Ministerio de Trabajo y Economía Social, 2021, p. 249.
36 MOLINA NAVARRETE, C., «La gestión pública de los “ERTE” (regulación temporal de empleo) y de los “ERE”
(regulación extintiva) en el autogobierno andaluz: balance y perspectivas pospandemia», Temas Laborales, n.º
160, 2021, p. 177.
37 RD Ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad
en el empleo y la transformación del mercado de trabajo (BOE de 30 de diciembre).
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Con relación al despido colectivo, el artículo 51.2 ET recoge que la consulta con los repre-
sentantes legales de los trabajadores38 deberá «versar, como mínimo, sobre las posibilidades
de evitar o reducir los despidos colectivos y de atenuar sus consecuencias mediante el recurso
a medidas sociales de acompañamiento, tales como medidas de recolocación o acciones de
formación o reciclaje profesional para la mejora de la empleabilidad». Por su parte, el apartado
10 del mismo artículo prevé que, cuando un despido colectivo afecte a más de cincuenta traba-
jadores la empresa deberá ofrecer a los trabajadores afectados un plan de recolocación externa
con las siguientes características: en primer lugar, éste deberá ofrecerse a través de empresas
de recolocación autorizadas;39 en segundo lugar, el plan de recolocación deberá estar diseñado
para un periodo mínimo de seis meses; y en tercer lugar, el plan deberá «incluir medidas de
formación y orientación profesional, atención personalizada al trabajador afectado y búsqueda
activa de empleo». Como puede observarse, existen claras coincidencias pues, por ejemplo,
las medidas de recolocación son unas de las que recoge el art. 51.2 ET para todos los despidos
colectivos, mientras que las acciones de formación, reciclaje u orientación profesional aparecen
en ambos preceptos. Aunque la referencia a la mejora de la empleabilidad de los trabajadores
afectados únicamente se recoja en el art. 51.2 ET debe ser incontrovertido que este fin forma
parte intrínseca de cualquier plan de recolocación. Con todo, el plan de recolocación puede su-
marse al resto de medidas sociales que puedan pactarse dentro del periodo de consultas, por
lo que éste no se produce en detrimento de las primeras.

El art. 51 ET no incluye más referencias a este tipo de medidas sociales objeto del periodo
de consultas. Ahora bien, el Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de sus-
pensión de contratos y reducción de jornada (RDC)40 ejemplifica las medidas que se pueden
considerar en los periodos de consultas de despidos colectivos. En el siguiente cuadro se re-
cogen las acciones, entre otras, que la norma prevé que deben incluirse en las medidas sociales
de acompañamiento y en los planes de recolocación externa. Una vez más, se producen las si-
nergias comentadas anteriormente pues se contempla la recolocación externa como medida
para atenuar las consecuencias en los trabajadores afectados. Además, las nuevas medidas a
las cuales se hace referencia constatan que las medidas de flexibilidad interna operan como
sustitutivas del despido colectivo, evitando que se produzca o reduciendo el número de personas
afectadas. Hay que destacar que todas las medidas se contemplan en la regulación de los pro-
cedimientos de despido colectivo por causas económicas, técnicas, organizativas y de produc-
ción (ETOP), pero no así en los procedimientos de despido causados por fuerza mayor.
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38 Según el precepto, el periodo de consultas con los representantes legales de los trabajadores de una duración
no superior a treinta días naturales, o de quince en el caso de empresas de menos de cincuenta trabajadores.
39 Ver MOLINA HERMOSILLA, O. La conformación del nuevo sector para la prestación de servicios de recoloca-
ción: balance y análisis de experiencias surgidas en el ámbito de los planes de recolocación externa, Editorial
Aranzadi, Cizur Menor, 2014.
40 RD 1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de despido co-
lectivo y de suspensión de contratos y reducción de jornada (BOE de 30 de octubre).
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Cuadro 2. Medidas de acompañamiento social y plan de recolocación externa.

Fuente: Elaboración propia.

En el análisis sobre la idoneidad de estas medidas sociales para favorecer una transición
justa, el presente trabajo abordará la formación profesional. Antes, se quiere destacar la seña-
lada debilidad del cumplimiento de estas medidas. Con relación a los planes de recolocación,
el art. 51.10 ET establece que la autoridad laboral, a través del servicio público de empleo com-
petente, «verificará la acreditación del cumplimiento de esta obligación [adoptar planes de re-
colocación externa] y, en su caso, requerirá a la empresa para que proceda a su cumplimiento».
Además, se prevé que, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas correspondientes,
el «incumplimiento de la obligación establecida en este apartado o de las medidas sociales de
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Medidas para evitar o reducir 
los despidos colectivos (8.1 
RDC) 

Medidas para atenuar las 
consecuencias en los 
trabajadores afectados (8.2 
RDC) 

Medidas plan recolocación 
externa (art. 9.3 RDC) 

• La recolocación 
interna de los 
trabajadores dentro 
de la misma empresa 
o, en su caso, en otra 
del grupo de 
empresas del que 
forme parte. 

• Movilidad funcional, 
conforme al artículo 
39 del ET. 

• Movilidad 
geográfica, conforme 
al artículo 40 del ET. 

• Modificaciones 
sustanciales de 
condiciones de 
trabajo, conforme al 
artículo 41 del ET. 

• Inaplicación de las 
condiciones de 
trabajo conforme al 
artículo 82.3 del ET. 

• Acciones de 
formación o reciclaje 
profesional de los 
trabajadores que 
puedan contribuir a 
la continuidad del 
proyecto 
empresarial. 

• Cualquier otra 
medida organizativa, 
técnica o de 
producción 

• El derecho de 
reingreso preferente 
en las vacantes del 
mismo o similar 
grupo profesional. 

• La recolocación 
externa de los 
trabajadores a través 
de empresas de 
recolocación 
autorizadas. 

• Acciones de 
formación o reciclaje 
profesional para la 
mejora de la 
empleabilidad. 

• Promoción del 
empleo por cuenta 
propia como 
autónomos o en 
empresas de 
economía social. 

• Medidas 
compensatorias de 
los gastos derivados 
de la movilidad 
geográfica. 

• Medidas 
compensatorias de 
las diferencias 
salariales con un 
nuevo empleo. 

• De intermediación 
• De orientación 

profesional. 
• De formación 

profesional dirigidas 
a la capacitación de 
los trabajadores para 
el desempeño de las 
actividades laborales 
en dichas empresas. 

• De atención 
personalizada 
destinadas al 
asesoramiento de los 
trabajadores respecto 
de todos los aspectos 
relacionados con su 
recolocación, en 
especial, respecto de 
la búsqueda activa de 
empleo por parte de 
los mismos. 
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acompañamiento asumidas por el empresario, podrá dar lugar a la reclamación de su cumpli-
miento por parte de los trabajadores». Sin embargo, como apunta Sáez Lara, el rol de los ser-
vicios públicos puede ser insuficiente, atendiendo la experiencia en otros países y, por otro lado,
la exclusión de éstos como agentes que pudieran gestionar los planes de recolocación.41

En primer lugar, como antes se comentó, la formación profesional de los trabajadores apa-
rece como medida social en todos los procedimientos de despido para evitar, reducir y atenuar,
así como en las medidas del plan recolocación. Ello evidencia que el legislador es consciente
del papel que puede jugar la formación profesional en todos los escenarios provocados por el
despido. Es más, la formación profesional tiene hoy un papel relevante tras la aprobación del
RDL 32/202142 en los procedimientos de suspensión de contrato y de reducción de jornada: por
un lado, el art. 16.5 RDC que regula los procedimientos de suspensión y reducción por causas
ETOP establece que «[d]urante las suspensiones de contratos de trabajo o las reducciones de
jornada se promoverá el desarrollo de acciones formativas vinculadas a la actividad profesional
de los trabajadores afectados cuyo objeto sea aumentar la polivalencia o incrementar su em-
pleabilidad»; por otro lado, tanto en los procedimientos de suspensión y reducción por causas
ETOP como por fuerza mayor, el art. 47 .7.d ET prevé que el derecho de las empresa a un in-
cremento de crédito para la financiación de acciones en el ámbito de la formación programada,
en los términos previstos en el artículo 9.7 de la Ley 30/2015,43 cuando desarrollen las acciones
formativas que tengan por objetivo la mejora de las competencias profesionales y la empleabi-
lidad de las personas trabajadoras, de acuerdo a la disposición adicional 25.ª ET.44 Así también,
para las personas cubiertas por un Mecanismo RED se prevé una prioridad en el acceso a la
formación45 así como un fondo que asuma los costes asociados a la formación.46

A pesar de ello, los estudios académicos sobre la materia han constatado el poco peso de
la formación profesional entre las medidas sociales y los planes de recolocación. Por ejemplo,
Navarro Nieto ha afirmado que las «medidas de formación o reciclaje profesional para la mejora
de la empleabilidad de los trabajadores suelen ser marginales» en los planes de recolocación.
Además, el mismo autor afirma que si bien sería fundamental la coordinación con el Sistema
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41 SÁEZ LARA, C., Reestructuraciones empresariales y despidos colectivos, Tirant lo Blanc, Valencia, 2015.
42 Sobre el nuevo Mecanismo RED, la formación profesional y la transición ecológica, señala Miñarro Yanini que
si bien en «el preámbulo de la norma solo se vincula esta medida [el Mecanismo Red] con la transformación
digital, no hay duda de que también puede ser utilizada para implantar los cambios exigidos por la transición eco-
lógica. En consecuencia, puede constituir un adecuado mecanismo al servicio de la transición social ecológica
justa. Corrobora esta idoneidad el papel esencial que se otorga a la formación de las personas trabajadoras, pues
la norma exige que obligatoriamente la solicitud de la empresa vaya acompañada de un plan que atienda a las
“necesidades de recualificación y de procesos de transición profesional”. De este modo, la formación constituye
en ella contenido esencial del proceso de regulación temporal de empleo, quedando corroborada en la disposición
adicional vigesimoquinta del ET la relevancia de las garantías ocupacionales asociadas a la recualificación en el
Mecanismo RED-FEE.» Ver MIÑARRO YANINI, M. «El futuro será verde o no será: las herramientas para una
transición social ecológica justa», Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 469, 2022, p. 13.
43 Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo en
el ámbito laboral (BOE de 10 de septiembre).
44 La DA 25.º ET también incluye la formación dispensada a los trabajadores afectados por las suspensiones de
contrato y reducciones de jornada provocados por la activación del Mecanismo RED ex art. 47 bis ET.
45 Art. 47 bis 5 b: «Las personas trabajadoras cubiertas por un Mecanismo RED se beneficiarán de las medidas
en materia de protección social previstas en la disposición adicional cuadragésima primera del texto refundido de
la Ley General de la Seguridad Social, y tendrán la consideración de colectivo prioritario para el acceso a las ini-
ciativas de formación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.»
46 Art. 47 bis 6: «Se constituirá como fondo sin personalidad jurídica, adscrito al Ministerio de Trabajo y Economía
Social, un Fondo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo, que tendrá como finalidad atender a las nece-
sidades futuras de financiación derivadas de la modalidad cíclica y sectorial del Mecanismo RED en materia de
prestaciones y exenciones a las empresas del pago de las cotizaciones a la Seguridad Social, incluidos los costes
asociados a la formación, en la forma y condiciones previstas en su normativa de desarrollo.»
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de Formación Profesional para el Empleo con el fin de prever acciones formativas dentro del
programa de formación de oferta para los trabajadores despedidos, y como medida de recuali-
ficación para los trabajadores no despedidos:

No existen, sin embargo, previsiones específicas para estos supuestos ni por parte de
las empresas (que podrían financiarlo con cargo al crédito de formación –traducido en
un porcentaje de bonificación de cotizaciones– o a través de los permisos individuales
de formación), ni por parte de las comisiones paritarias sectoriales en el ámbito de la ne-
gociación colectiva sectorial (con planes de formación que establezca líneas de formación
o colectivos prioritarios), ni por parte de los SPE del Estado o de las CCAA específica-
mente para desempleados (al no incluirse, en términos generales, previsión de estos tra-
bajadores entre los colectivos preferentes en las convocatorias públicas de subvención)47. 

En relación a ello, el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral,
regulado en la Ley 30/2015, de 9 de septiembre,48 prevé que la oferta formativa para trabajado-
res ocupados deba ofrecer una formación que «atienda a los requerimientos de productividad
y competitividad de las empresas, a las necesidades de adaptación a los cambios en el sistema
productivo y a las posibilidades de promoción profesional y desarrollo personal de los trabaja-
dores, de forma que les capacite para el desempeño cualificado de las distintas profesiones y
les permita mejorar su empleabilidad» (art. 10 Ley 30/2015) mientras que la oferta formativa
para trabajadores desempleados debe ofrecer una formación «ajustada a las necesidades for-
mativas individuales y del sistema productivo, que les permita adquirir las competencias reque-
ridas en el mercado de trabajo y mejorar su empleabilidad» (art. 11 Ley 30/2015). Atendiendo
la formulación legal, no hay duda de que la transición ecológica tiene cabida en el contenido de
la formación profesional tanto de personas desempleadas como ocupadas. Sin embargo, como
se ha expuesto en otro lugar,49 el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito
laboral no ha abordado la variable medioambiental de una forma ambiciosa. Con todo, la nueva
Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de la Formación Profesio-
nal,50 puede cambiar dicha tendencia.51

DLTransición socialmente justa y procesos de...116

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Transición socialmente justa..., págs. 103 a 125

47 NAVARRO NIETO, F., «Medidas sociales de acompañamiento y mantenimiento del empleo», Reestructuraciones
empresariales: XXXI Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.
Ponencias. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, pp. 278-
279. Hay que advertir que, tanto a nivel autonómico como a nivel estatal, a través de la Fundación Biodiversidad
si existen interesantes experiencias, aunque en este último caso fuera de la política de empleo. Sobre este último
aspecto ver CANALDA CRIADO, S., «Políticas activas de empleo, formación profesional y transición justa: ¿Hacia
un empleo verde?», En CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.). Condiciones de trabajo decente para una transición
ecológica justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 49-84.
48 Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo en
el ámbito laboral. (BOE de 10 de septiembre).
49 CANALDA CRIADO, S., «Políticas activas de empleo, formación profesional y transición justa: ¿Hacia un empleo
verde?», En CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.) Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica
justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 49-84. 
50 Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de la Formación Profesional (BOE de 1 de
abril). La nueva ley sitúa la transición energética como uno de los escenarios principales a abordar, en tanto que
el Sistema de Formación Profesional «puede y debe ser un aliado prioritario (…)  en la tarea de transición ecológica
y lucha contra el cambio climático desde el ámbito laboral, aprovechando además las oportunidades que se abren
en múltiples campos profesionales relacionados con la mitigación de emisiones (rehabilitación energética de edi-
ficios; instalación y mantenimiento de plantas de energía renovable; compostaje de biorresiduos), la adaptación
a los impactos climáticos (jardinería de bajo consumo de agua; agroecología; horticultura urbana), o la promoción
de una cultura de sostenibilidad (educación ambiental; ocio y turismo sostenible; consultoría en ahorro y eficiencia
energética)».
51 Entre los principios de actuación, la nueva ley recoge la «[a]ctualización permanente, adaptación ágil y detección
proactiva y anticipatoria de los cambios y necesidades emergentes en los sectores productivos, en particular los
asociados a la digitalización, la transición ecológica, la sostenibilidad ambiental, la innovación territorial, la salud
y la atención a las personas» (art. 3.l LO 3/2022).

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 116



Es más, tras la puesta en marcha del instrumento NextGenerationEU para lanzar el Plan de
Recuperación para Europa –vinculado especialmente al cumplimiento del Pacto Verde Euro-
peo–,52 y concretamente, el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia,53 por el cual los países
tienen que presentar sus planes nacionales de recuperación y resiliencia con el fin de obtener
los fondos correspondientes, dos importantes nuevos programas han sido adoptados a raíz del
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de España. Por un lado, el Componente
20 titulado «Plan Estratégico de Impulso a la Formación Profesional» prevé la formación en
aquellos sectores que, como consecuencia de la previsible evolución de las condiciones eco-
nómicas y sociales, generarán en el futuro puestos de trabajo. Entre ellos están la formación
en el cuidado a las personas, en aspectos relacionados con la transición verde, así como en
los sectores estratégicos recogidos en el Plan de Modernización, cuyo presupuesto en un 40 %
al menos irá destinado al desarrollo de capacidades y empleos verdes.54 Por otro lado, el Com-
ponente 10, este es, la Estrategia de Transición Justa, prevé la puesta en marcha del «Plan de
apoyo para la recualificación profesional e inserción laboral de trabajadores y población afecta-
dos por la transición energética». Concretamente, la Orden TED/1323/2021, de 24 de noviembre
incluye: «El objetivo para la actuación ‘Plan de apoyo para la formación profesional e inserción
laboral de trabajadores excedentes del carbón y desempleados afectados por el cierre de las
centrales térmicas de carbón y nucleares’ incluida en la inversión C10I1 es que al menos 4.000
personas reciban asistencia y apoyo para la búsqueda de empleo y participen en acciones for-
mativas en instalación y/o mantenimiento de energías renovables, restauración y gestión me-
dioambiental y rehabilitación energética de viviendas, antes del tercer trimestre de 2023 para
que España pueda conseguir los ingresos correspondientes por parte de la Comisión Europea».

Como se puede ver, las dos acciones formativas pueden servir de precedentes para otros
programas que incluyan al colectivo de personas afectadas por despidos colectivos en contextos
de transición ecológica. Ello es importante por cuanto que el objetivo de la formación garantiza
a formación en clave de transición justa, ocupando un vacío existente en el sistema nacional
de empleo, cubierto parcialmente por otros programas desarrollados en el ámbito autonómico
como, por ejemplo, el programa de «Formación en digitalización y en economía verde y circular»
en la Comunidad Autónoma de Aragón o desde la Fundación Biodiversidad FSP a través del
Programa pleamar y del Programa Empleaverde.55 Así pues, es deseable que este tipo de pro-
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52 Para un análisis del marco europeo en relación con la transición justa, ver Tomassetti, P. y BUGADA, A., «The
laour-environment nexus under the EU Law», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (ed.). Labour Law and ecology,
Editorial Aranzadi, Cizur Menor, 2022, pp. 207-238.
53 Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021 por el que se es-
tablece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, Diario Oficial de la Unión Europea L57 de 18 de febrero de
2021.
54 Así, el art. 8 de la Orden EFP/217/2022, de 17 de marzo, recoge las características de la formación estableciendo
que: «1. La formación que se programe se adaptará, a las necesidades de cualificación y recualificación de los
trabajadores de las empresas a las que se encuentren vinculados. Se dará prioridad a los sectores emergentes
recogidos en el Plan de Modernización de la Formación Profesional y que se consignan en el Anexo I de la pre-
sente orden. 2. La formación podrá, asimismo, corresponder a ámbitos transversales y que se consideran priori-
tarios en el marco del Plan de Modernización de la Formación Profesional, entre ellos los relativos a la digitalización
aplicada o a la sostenibilidad medioambiental contribuyendo estas actuaciones a las competencias y empleos
verdes en el 100 %, tal como se recoge en el Anexo 6 referenciado anteriormente.» Ver Orden EFP/217/2022, de
17 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras de la línea de ayudas para la formación de cualifi-
cación y recualificación de la población activa, vinculada prioritariamente a cualificaciones profesionales en sec-
tores estratégicos y mejora de las capacidades para la transición ecológica, destinada a empresas, asociaciones
empresariales y entidades sin ánimo de lucro, y se procede a su convocatoria en el año 2022, en el marco del
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (BOE de 22 de marzo).
55 Los programas Pleamar y Empleaverde se sitúan como verdaderos pioneros como políticas de empleo sin for-
mar parte del sistema nacional de empleo. Sobre ello, ver CANALDA CRIADO, S., «Políticas activas de empleo,
formación profesional y transición justa: ¿Hacia un empleo verde?», En CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.)
Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 49-84.
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gramas se desarrollen más allá del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de Es-
paña, con una vista puesta a corto, medio y largo plazo. Por otro lado, es fundamental plantear
la formación en los dos ámbitos que sugiere el Marco de Calidad, es decir, no sólo en la gestión
de los procesos de reestructuración sino también desde el punto de vista estratégico de antici-
pación al cambio. 

3.2. La ausencia de perspectiva de la transición justa en las otras políticas para ayudar
a las personas afectadas por despidos colectivos

Aunque la regulación prevista en el artículo 51.2 y 10 ET con relación a las medidas sociales
parece recoger la totalidad de medidas de este tipo que prevé el legislador para evitar, reducir
y atenuar las consecuencias de las reestructuraciones extintivas, lo cierto es que existen otras
previsiones que pueden compartir los efectos de éstas. A modo de ejemplo, Fernández Orrico
destaca la obligación de la suscripción del convenio especial a la Seguridad Social (art. 10.9
ET)56 como una medida efectiva para evitar los efectos del despido por su carácter coercitivo57.
Por otra parte, el art. 51.11 ET58 también prevé que las «empresas que realicen despidos colec-
tivos de acuerdo con lo establecido en este artículo, y que incluyan a trabajadores de cincuenta
o más años de edad, deberán efectuar una aportación económica al Tesoro Público de acuerdo
con lo establecido legalmente».59

Sin embargo, el análisis se detendrá en las denominadas «ayudas previas a la jubilación or-
dinaria en el sistema de la Seguridad Social, a trabajadores afectados por procesos de rees-
tructuración de empresas» reguladas en el Real Decreto 3/201460 y las «ayudas Extraordinarias
a los trabajadores afectados por procesos de reestructuración de empresas» previstas en el
Real Decreto 908/2013.61 Ambas ayudas son concesiones directas encuadradas en el art.
22.2.c) de la Ley 38/2003,62 y cuyo fin es facilitar una cobertura económica a las personas tra-
bajadoras, siempre que se cumplan las condiciones y requisitos establecidos en la norma co-
rrespondiente. Además, son normas aprobadas en un breve periodo de tiempo (menos de dos
meses) coincidiendo con los primeros atisbos de recuperación económica —que no social— de
la crisis de deuda pública de 2010. 

A continuación, se procederá al análisis de las dos ayudas, respecto del cual se puede an-
ticipar que ninguna de ellas es permeable al contexto de transición ecológica. Para ello, nos
detendremos tanto en el objeto de las ayudas, los requisitos de los beneficiarios y su contenido.
Antes, cabe apuntar que  estas vienen precedidas por las ayudas reconocidas en la Orden de
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56 Para su desarrollo, ver disposición adicional decimotercera del texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social aprobado por el RD Legislativo 8/2015, de 30 de octubre (BOE de 31 de octubre).
57 FERNÁNDEZ ORRICO, F. J., «Interrelación de medidas que tienen por objeto atenuar los efectos de procesos
de reestructuración de empresas», en Reestructuraciones empresariales: Comunicaciones del XXXI Congreso
Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. A Coruña, 27 y 28 de mayo de
2021, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, p. 844.
58 Para su desarrollo, ver disposición adicional decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización,
adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social (BOE de 2 de agosto).
59 Sobre la aportación y demás mecanismos de protección social para las personas afectadas por procesos de
reestructuración, ver ESTEBAN LEGARRETA, R., «El papel del subsidio de mayor de 52 años y de la pensión de
jubilación en los procesos de reestructuración de empresa», en SOLÀ MONELLS, X. (coord.). La intervención
pública en los procesos de modificación y reestructuración empresarial, Bomarzo, Albacete, 2012, pp. 205-273
60 RD 3/2014, de 10 de enero, por el que se establecen las normas especiales para la concesión de ayudas previas
a la jubilación ordinaria en el sistema de la Seguridad Social, a trabajadores afectados por procesos de reestruc-
turación de empresas (BOE de 29 de enero).
61 RD 908/2013, de 22 de noviembre, por el que se establecen las normas especiales para la concesión de ayudas
extraordinarias a trabajadores afectados por procesos de reestructuración de empresas. (BOE de 23 de noviem-
bre).
62 Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (BOE de 18 de noviembre).
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5 de abril de 1995,63 la cual ya preveía64 ayudas para facilitar el acceso a la jubilación ordinaria
de los trabajadores afectados por procesos de reconversión y/o reestructuración de empresas
o ayudas extraordinarios destinadas a atender situaciones de urgencia y necesidad sociolaboral,
que «permitan facilitar los procesos de reestructuración de empresas que pudieran conllevar el
cese total o parcial de la actividad de las mismas o contribuyan al mantenimiento del empleo»
(art. 1.4 Orden de 5 de abril de 1995). Ahora bien, como ha señalado FERNÁNDEZ ORRICO,
las ayudas de la Orden de 1995 presentaban «una escasez de regulación, mucho menos mi-
nuciosa que en la actual normativa».65 La cuestión que se plantea es si, dicha concreción, puede
facilitar la incorporación de la perspectiva de transición justa para la aplicación de estas.

Respecto del objeto de las ayudas, ambas se centran en atender las situaciones «de urgen-
cia y necesidad socio-laboral» que «permitan paliar las consecuencias sociales derivadas de
los procesos de reestructuración de empresas que pudieran conllevar el cese total o parcial de
la actividad de las mismas o contribuyan al mantenimiento del empleo» (arts. 2.1 de RD
908/2013 y RD 3/2014) con la precisión de que las ayudas del RD 3/2014 se concentran en fa-
cilitar la cobertura económica a trabajadores cercanos a la edad de jubilación. Las situaciones
de urgencia y necesidad sociolaboral podrían dar cobertura a las necesidades inmanentes a la
transición ecológica como, por ejemplo, la empleabilidad de las personas trabajadoras en sec-
tores emergentes. Sin embargo, las situaciones de urgencia y necesidad sociolaboral no están
definidas en las normas, por lo que su concurrencia se reduce, en definitiva, a que las personas
cumplan los requisitos para ser beneficiarias. 

Respecto de los requisitos de las personas beneficiarias (arts. 3 de RD 908/2013 y RD
3/2014), estos pivotan sobre personas que hayan visto extinguido su contrato de trabajo de
acuerdo con los artículos 51 y 52.c) ET, es decir, se suma a las personas afectadas por despidos
colectivos aquéllas afectadas por despidos objetivos por causas ETOP ex art. 52 c) ET.66 Ade-
más deben cumplir, sin ánimo de exhaustividad, otros requisitos: en el caso de las ayudas ex-
traordinarias, las personas deben tener una antigüedad mínima en la empresa o grupo de
empresas de dos años,67 y deben encontrarse en situación legal de desempleo en el momento
de la concesión de la ayuda; en el caso de las ayudas previas a la jubilación, además de acre-
ditar una antigüedad mínima de, al menos, dos años en el momento de la solicitud y encontrarse
inscritos en las oficinas de empleo como demandantes de empleo en el momento de la conce-
sión de la ayuda, haber agotado la prestación contributiva por desempleo y no haber sido objeto
de sanción durante el periodo de cobro, deberán cumplir otros requisitos como, por ejemplo,
tener cumplida una edad, real o teórica por aplicación de coeficientes reductores de edad, que
sea inferior en cuatro años, como máximo, a la edad legal de jubilación y tener cubierto el pe-
riodo de cotización exigido para causar derecho a la pensión de jubilación en su modalidad con-
tributiva. En definitiva, son requisitos que pretenden restringir el acceso a las ayudas, por
ejemplo, estableciendo requisitos sobre las personas –exigiendo la antigüedad de dos años en
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63 Orden de 5 de abril de 1995 por la que se determinan las ayudas que podrá conceder el Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social a trabajadores afectados por procesos de reconversión y/o reestructuración de empresas
(BOE de 19 de abril).
64 Para un breve estudio de su evolución desde los años 80, ver TRILLO GARCIA, A. R., «Ayudas concedidas en
favor de trabajadores afectados por procesos de reestructuración de empresas: ayudas previas a la jubilación y
otras ayudas extraordinarias» en GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. y MERCADER UGUINA, J. R.  (dirs.), Las
reformas laborales y de Seguridad Social de la Ley 11/2013, de 26 de julio al Real Decreto Ley 3/2014, de 28 de
febrero, Lex Nova, Valladolid, 2014, pp. 411-445.
65 FERNÁNDEZ ORRICO, F. J., «Nuevas ayudas extraordinarias a trabajadores afectados por procesos de rees-
tructuración de empresas», Revista de información laboral, n.º 3, 2014, pp. 47-63
66 El art. 3 del RD 908/2013 también incluye las personas cuyo contrato de trabajo se extinga conforme a lo previsto
en el artículo 64 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.
67 La norma precisa que en «el caso de trabajadores con contrato a tiempo parcial o fijos discontinuos la antigüedad
se computará de fecha a fecha desde la fecha de ingreso en la empresa, hasta la fecha del despido.»
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la empresa o grupos de empresas– o sometiendo su percepción a la no percepción de otras
ayudas o prestaciones.68

Y finalmente, sobre el contenido de la ayuda ex arts. 4 RD 908/2013 y RD 3/2014, simple-
mente apuntar que se tratan de ayudas económicas que se materializan de diferentes formas
(por ejemplo, a través de su percepción directa por las personas afectadas o como contribución
del Estado a los planes de rentas que puedan pactarse). Por lo tanto, en ningún caso se aprecian
otras acciones como, por ejemplo, la puesta en marcha de acciones desde el Sistema de For-
mación Profesional para el Empleo o de otro tipo que redundaran en la recualificación de las
personas afectadas.69

En definitiva, se puede constatar que las ayudas estatales analizadas no vislumbran en nin-
gún caso la transición ecológica, lo cual podría ser coherente con la propia generalidad de las
ayudas y, por ende, justificar la desconexión con situaciones concretas de crisis. Sin embargo,
pueden hacerse dos observaciones. En primer lugar, hay que destacar la disposición adicional
única del RD 908/2013 que se refiere a los trabajadores afectados por los «planes de apoyo a
los sectores afectados por los cambios estructurales en el comercio mundial», que se comen-
tarán más adelante. Dicha disposición establece que las ayudas70 extraordinarias para aquellos
trabajadores se regirán por lo previsto en el artículo 4.3 RD 908/2013 a partir de su entrada en
vigor. En este sentido, la disposición juega como una ampliación de las personas beneficiarias
atendiendo a los sectores mencionados, lo cual es en cierta forma un precedente sobre cómo
podría operar otras ayudas concedidas a trabajadores de sectores afectados por la transición
ecológica. En segundo lugar, la reducción de la intervención del Estado a las ayudas económicas
puede ser insuficiente, si se tiene en cuenta otras intervenciones púbicas sobre personas afec-
tadas por regulaciones de empleo concretas. A modo de ejemplo, el programa de empleo Au-
keraberri para la recualificación y recolocación de personas provenientes de sectores en crisis,
desarrollado por el Lanbide – Servicio Vasco de Empleo, incluye no sólo servicios a las personas
como acciones formativas , de apoyo al emprendimiento o de intermediación, sino que además,
y de forma complementaria, «se podrá establecer ayudas dirigidas a las personas destinatarias
del Programa con el objetivo de fomentar su participación activa (…) Además, se podrá con-
templar un incentivo dirigido a apoyar a las personas emprendedoras en el diseño y puesta en
marcha de su proyecto empresarial» (art. 9.4 del Programa).71 Con todo, hay que insistir nue-
vamente que se tratan de medidas reactivas y que, por tanto, no facilitan la gestión anticipada
de cambio en el sentido del Marco de Calidad.
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68 Ahora bien, si bien se exige en las ayudas extraordinarias encontrarse en situación de desempleo y en las ayudas
previas a la jubilación estar inscrito como demandantes de empleo, una vez concedidas las ayudas es posible com-
patibilizar su percepción con la actividad remunerada aunque con distintos efectos: por un lado, el art. 3/2014 prevé
que la «percepción de la ayuda será compatible con la realización de actividades por cuenta ajena a tiempo parcial
remuneradas, siempre que los ingresos anuales no superen el Salario Mínimo Interprofesional en cómputo anual»;
por otro lado, el art. 9.2 RD 908/2013 establece que el «inicio de la actividad remunerada por cuenta propia o ajena
posterior a la concesión de la ayuda, determinará la suspensión de ésta durante el periodo en que el trabajador esté
desempeñando dicha actividad pudiendo reanudarse su percepción a partir del momento de su finalización, por el
periodo que restase por percibir». Ello es importante, al menos en el plano teórico, por cuanto que la percepción de
las ayudas no se opone frontalmente a que las personas pudieran ser empleadas en nuevos sectores verdes.
69 Entre otras críticas, destaca la observada por FERNÁNDEZ ORRICO quien asevera que «trata de ayudas dis-
crecionales en el sentido, de que se sujetan a la disponibilidad presupuestaria establecida de cada año». Ver
FERNÁNDEZ ORRICO, F. J., «Interrelación de medidas que tienen por objeto atenuar los efectos de procesos
de reestructuración de empresas», en Reestructuraciones empresariales: Comunicaciones del XXXI Congreso
Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. A Coruña, 27 y 28 de mayo de
2021, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, p. 842. 
70 Las ayudas se recogen en los Acuerdos de Consejo de Ministros de 9 de junio de 2006, para el sector textil y de la
confección, de 5 de octubre de 2007, para el sector de fabricación y componentes del calzado, curtido y marroquinería,
y de 26 de diciembre de 2008, para los sectores textil, calzado, mueble, juguete, curtido, marroquinería y madera.
71 Lanbide – Servicio Vasco de Empleo, Programa de Empleo Aukeraberri, aprobado por el Consejo de Adminis-
tración de Labide – Servicio Vasco de Empleo el 8 de julio de 2021.
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3.3. Las medidas sectoriales para contextos específicos

A diferencia de las ayudas previstas en los RD 908/2013 y 3/2014, el legislador ha previsto
otras ayudas para personas trabajadoras afectadas por restructuraciones empresariales, en
este caso, en sectores específicos con una indudable vinculación al proceso de transición eco-
lógica. Sin embargo, vale la pena recordar que las medidas específicas para sectores en crisis
no son una excepción, sino que se han aprobado de forma cíclica, como por ejemplo, los ya
mencionados planes de apoyo a los sectores afectados por los cambios estructurales en el co-
mercio mundial.72 Sin ánimo de cotejar todas las ayudas que han podido aprobarse, el análisis
se centrará en dos ejemplos que pueden ser representativas de la intervención de los poderes
públicos, de acuerdo con los escenarios antes comentados respecto del análisis de la Estrategia
de Transición Justa, estos son, el sector del carbón y el sector agrícola.

No hay duda de que, en la transición ecológica hacia un modelo económico más sostenible,
los sectores vinculados al carbón se verán especialmente afectados. En la Estrategia de Tran-
sición Justa la descarbonización de la edificación, del transporte o del sector industrial aparece
como un vector emergente de empleo, así como se pretenden corregir sus efectos negativos a
través del Plan de Acción Urgente para Comarcas del Carbón y Centrales en cierre.73 Las me-
didas de este plan vienen precedidas del Acuerdo Marco para una Transición Justa de la Minería
del Carbón y Desarrollo Sostenible de las Comarcas Mineras para el período 2019-2027,74 de
24 de octubre de 2018, concretado normativamente en el Real Decreto Ley 25/2018.75 Con pos-
terioridad se aprobaron otras medidas a través del «Acuerdo por una transición energética justa
para centrales térmicas en cierre: el empleo, la industria y los territorios».

Focalizando el análisis en el Real Decreto Ley 25/2018, este recoge dos principales ayudas:
ayudas por costes laborales para trabajadores de edad avanzada (art. 1 RDL 25/2018) y ayudas
por costes laborales mediante bajas indemnizadas de carácter voluntario (art. 2 RDL 25/2018).
Estas ayudas ya estaban previstas en el Real Decreto 676/2014, de 1 de agosto,76 por lo que
el RDL 25/2018 revisa aquellas ayudas77 de acuerdo con lo pactado en el mencionado Acuerdo
Marco para una Transición Justa. Por lo tanto, las ayudas previstas se concentran en aporta-
ciones económicas que cubren los costes laborales de carácter excepcional con motivo de los
planes de cierre de unidades de producción de las empresas mineras del carbón. Sin embargo,
la disposición adicional segunda del RDL 25/2018 prevé la creación de una bolsa de trabajo
para excedentes de la minería del carbón, gestionada por el Instituto para la Reestructuración
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72 Ver SOLÀ MONELLS, X., «La intervención pública en el marco de normativas creadas “ad hoc” para determi-
nados supuestos de reestructuración empresarial», en SOLÀ MONELLS, X. (coord.) La intervención pública en
los procesos de modificación y reestructuración empresarial, Bomarzo, Albacete, 2012, pp. 277-325.
73 Para un análisis del Plan con relación a su posición en la Estrategia de Transición Justa, ver CANALDA CRIADO,
S. «La Estrategia de Transición Justa: una pieza clave para la aplicación del fondo de recuperación de la UE»,
Trabajo y derecho: nueva revista de actualidad y relaciones laborales, n.º 74, 2021, p. 5.
74 A este Marco le precede el Marco de Actuación para la Minería del Carbón y las Comarcas Mineras para el pe-
ríodo 2013-2018, acordado el día 31 de octubre de 2013.
75 RD Ley 25/2018, de 21 de diciembre, de medidas urgentes para una transición justa de la minería del carbón
y el desarrollo sostenible de las comarcas mineras (BOE de 22 de diciembre).
76 RD 676/2014, de 1 de agosto, por el que se establece el régimen de ayudas por costes laborales destinadas a
cubrir costes excepcionales vinculados a planes de cierre de unidades de producción de las empresas mineras
del carbón (BOE de 6 de agosto).
77 El RD 676/2014 incluye otras dos medidas: por un lado, el art. 21 prevé la posibilidad de los trabajadores afec-
tados y que no tengan derecho a las ayudas para trabajadores de edad avanzada, de optar «por la recolocación
en otras empresas beneficiarias de las ayudas previstas (…) En este caso, percibirán de su empresa la indemni-
zación legal y tendrán derecho a la prestación por desempleo que proceda en función del tiempo cotizado, no
siendo estas indemnizaciones objeto de ayuda»; y por otro lado, el derecho al reconocimiento, por una sola vez,
de la prestación por desempleo de nivel contributivo por el período máximo legal (Disposición Adicional Segunda
RD 676/2014).

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 121



de la Minería del Carbón y Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras, O. A. a la que podrán
acceder voluntariamente los trabajadores excedentes de la minería del carbón que «no sean
perceptores de prestaciones sociales financiadas con cargo a las ayudas sociales por costes
laborales para trabajadores de edad avanzada, incluidos los trabajadores de las subcontratas
vinculadas a la minería del carbón». De acuerdo con la mencionada disposición, esta bolsa de
trabajo facilitará el acceso a cursos formativos y de orientación que favorezcan la incorporación
de las personas beneficiarias al mercado laboral, debiendo de «coordinarse y programarse en
el marco de las competencias en materia de formación profesional para el empleo que ostenten
las comunidades autónomas implicadas». Si bien la bolsa de trabajo y la formación vinculada
son medidas sociales que se encaminan a garantizar la transición justa hacia nuevos sectores
más sostenibles, se echa en falta mayor concreción de éstas. 

Por otro lado, la Estrategia de Transición Justa señala que España es «un país altamente
vulnerable a los efectos del mismo [el cambio climático] y los impactos del aumento de las tem-
peraturas, las precipitaciones o las sequías pueden tener efectos gravísimos sobre sectores
como la agricultura, la ganadería, la silvicultura o el turismo, así como en la salud de la pobla-
ción». Ejemplo de ello es el Real Decreto Ley 4/2022, de 15 de marzo78 el cuál se aprobó para
limitar los efectos de la sequía sobre el sector agrícola y ganadero. Así, la exposición de motivos
destaca la afectación sobre «los cultivos tanto de secano como de regadío y a la ganadería de
las zonas referidas en las demarcaciones hidrográficas [del Guadalquivir y del Guadiana] (…),
bien por insuficiencia del agua embalsada para atender la demanda de riego, bien por la reduc-
ción de precipitaciones que ha afectado a las reservas en los acuíferos que proporcionan el
agua de riego y a la propia aportación directa a los cultivos». 

En este RD se aprueban, al menos, dos tipos de medidas que interesan para el objeto de
este trabajo: por un lado, medidas de Seguridad Social y, por otro lado, la puesta en marcha del
Mecanismo RED. Respecto de las medidas de Seguridad Social, las medidas pretenden favo-
recer la protección social de las personas afectadas, por lo que tiene un claro enfoque paliativo
y no preventivo. Concretamente, con el fin de facilitar para acceder al subsidio por desempleo79

o a la renta agraria80 a favor de trabajadores eventuales agrarios residentes en el territorio de
las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura, se reduce el número de jornadas
reales cotizadas de 35 a 20 exigidas (art. 3 RDL4/2022). Además, a los efectos de acceso y de-
terminación del derecho al subsidio para trabajadores eventuales agrarios y a la renta agraria,
la disposición final tercera del RDL 4/2022 procede a equiparar la contratación como fijo dis-
continuo y la contratación eventual, con la modificación del art. 2 del Real Decreto 864/2006,
de 14 de julio.81

Con relación al Mecanismo RED, se ha procedido a regular el procedimiento aplicable al
Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo, la protección social de las personas
trabajadoras y la cobertura transitoria de las necesidades de financiación del Mecanismo RED.
Si bien no es el objeto de este trabajo, se quiere destacar la regulación contenida en la dispo-
sición transitoria segunda de RDL 4/2022 del procedimiento aplicable al Mecanismo RED de
Flexibilidad y Estabilización del Empleo hasta que se apruebe el desarrollo reglamentario del
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78 RD Ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario por causa
de la sequía (BOE de 16 de marzo).
79 Regulado en el RD 5/1997, de 10 de enero, por el que se regula el subsidio por desempleo en favor de los tra-
bajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social. (BOE de 11 de enero).
80 Regulada en el RD 426/2003, de 11 de abril, por el que se regula la renta agraria para los trabajadores even-
tuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en las Comunidades Autónomas
de Andalucía y Extremadura (BOE de 12 de abril).
81 RD 864/2006, de 14 de julio, para la mejora del sistema de protección por desempleo de los trabajadores agra-
rios (BOE de 15 de julio).
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artículo 47 bis del Estatuto de los Trabajadores. Concretamente, se realiza una remisión a las
previsiones recogidas en los capítulos II y III del RDC, siendo éstas aplicables en el ámbito del
Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo con las especialidades señaladas
en el apartado 2 de la disposición y siempre que no resulten incompatibles con lo recogido en
el propio artículo 47 bis del Estatuto de los Trabajadores. 

Pues bien, el apartado 2 letra c) prevé que la comunicación de inicio del periodo de consultas
deberá ir acompañada, entre otra documentación, de un plan de recualificación de las personas
afectadas en el caso de la modalidad sectorial. Coherentemente, la letra g) regula el contenido
mínimo que deberá tener la comunicación final de la empresa a la autoridad laboral, ya haya fi-
nalizado con o sin acuerdo el periodo de consultas. Entre el contenido mínimo figura un plan de
recualificación definitivo en el supuesto de la modalidad sectorial del Mecanismo RED. Es más,
se explicita que el plan de recualificación podrá incorporar entre sus contenidos las acciones
formativas a las que se refiere la disposición adicional vigesimoquinta del ET.

En definitiva, es indudable la importancia de la recualificación de las personas afectadas en
el Mecanismo Red, a diferencia de lo que ocurre en la actual regulación de los despidos colec-
tivos, en general, y la ausencia de previsiones específicas en la regulación de las otras medidas
sociales comentadas en este trabajo. Por ello, sería necesario que ello se extendiera a los sec-
tores en crisis debido al proceso de transición ecológica. Las otras medidas detectadas tienen
un claro enfoque reactivo (bolsa de trabajo en el sector del carbón y la protección social en el
sector agrícola), por lo que deberían articularse otras medidas de carácter preventivo.

4. CONCLUSIONES

El principio de transición socialmente justa exige la revisión el propio fin del Derecho del Tra-
bajo. En este trabajo se ha pretendido destacar la importancia de la regulación laboral relativa
a los procesos de reestructuración empresarial en el nuevo contexto, el cual supone la transición
ecológica hacia economías y sociedades más sostenibles. No hay duda de que, en un futuro
próximo, los actuales ordenamientos jurídicos laborales y las reglas que regulan las relaciones
laborales deberán adaptarse a este escenario. 

Como aquí se ha expuesto, la regulación del despido colectivo es sumamente relevante para
garantizar que, en aquellos sectores en crisis debido a la transición ecológica, pueda garanti-
zarse una transición justa socialmente a través de medidas sociales. Concretamente, se ha
mencionado la Directiva 98/59 y el Marco de Calidad de la Unión Europea para la Anticipación
del Cambio y la Reestructuración, el cual ofrece propuestas ambiciosas de intervención de las
autoridades nacionales y regionales, en contra de la tendencia hacia la unilateralidad empresa-
rial en la gestión de los despidos colectivos.

Cuando sea analizado el ordenamiento jurídico español y, más específicamente, la regula-
ción de los despidos colectivos ex art. 51 ET, se ha podido comprobar que las medidas sociales
previstas recaen principalmente sobre el periodo de consultas, dónde se ubica la discusión de
las medidas de acompañamiento social y los planes de recolocación. Más allá de la debilidad
del control de la implementación de las medidas sociales que se pudieran pactar y el efectivo
cumplimiento del plan de recolocación, se ha destacado. La importancia de la formación profe-
sional para evitar, reducir y atenuar las consecuencias sociales negativas de los despidos co-
lectivos. Sin embargo, en la práctica, la formación carecería de un desarrollo efectivo, en parte,
por la desconexión con el sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral.
A pesar de ello, la aprobación de una nueva ley de Formación Profesional y la ejecución del
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia ha favorecido el impulso de la formación y
recualificación a través de programas destinados a personas trabajadoras ocupadas y desem-
pleadas.
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Otras intervenciones por parte de los poderes públicos no atienden al contexto de transición
ni son tan ambiciosos como los ofrecidos por el Marco de Calidad. Las ayudas previas a la ju-
bilación ordinaria y las ayudas extraordinarias para las personas afectadas por procesos de
despido colectivo, aunque se inspiran de otros procesos de reestructuración de décadas ante-
riores, no aprecian la emergencia climática. aunque ello puede estar justificado por la generali-
dad de las personas y los sectores afectados, contrasta con otros programas que atienden a
sectores en crisis. Por su parte, las medidas específicas en el sector del carbón se limitan a
subvencionar los costes de extinción de los contratos de trabajo, mientras que las medidas por
la sequía para el sector agrario han tenido un carácter paliativo, si bien potencian la recualifica-
ción a través de la activación del Mecanismo Red.
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